Tutela de primera instancia 

Radicado: 66 001 22 04 003 2020 00170 

Titular de los derechos: Juan Diego Hernández Gaviria y otros

Accionada: Fiscalía 4 Especializada de Pereira 

Asunto: Declara improcedente

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ACCIÓN DE TUTELA / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA / REGULACIÓN LEGAL / ACTUACIÓN POR INTERMEDIO DE APODERADO JUDICIAL / REQUISITOS / CALIDAD DE ABOGADO.
… el Decreto 2591 de 1991 en su artículo 10 consagró lo relativo a la legitimidad e interés para promover la acción de tutela, así: “La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos. También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa…”
De conformidad con lo anterior, pese a que la acción de tutela, como mecanismo de protección de derechos fundamentales, se caracteriza por gozar de un trámite preferente y sumario, dotado de cierto grado de informalidad…, lo cierto es que en su ejercicio deben cumplirse unos requerimientos para que exista la legitimación en la causa por activa, ya sea a través de la figura de la agencia oficiosa o del apoderamiento judicial, pues de no cumplirse con tal exigencia el amparo de los derechos sustentados como vulnerados se torna improcedente. (…)
En la sentencia T-531 de 2002 la Corte Constitucional relacionó los elementos normativos que integran el acto de otorgar poder a un profesional en materia de tutela, los cuales fueron tenidos en cuenta por dicho Tribunal en la Sentencia T-430 del 11 de julio de 2017, con ponencia del Magistrado Alejandro Linares Cantillo, y son: 

“Dentro de los elementos del apoderamiento en materia de tutela la Sala señala que el mismo es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico. (iii) El referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial.  En este sentido (iv) El poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial. (iv) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional…”
… esta Colegiatura considera que el señor Julio César Jaramillo Vanegas no está legitimado para solicitar el amparo del derecho fundamental de petición de los señores…, aun cuando en la demanda de tutela dijo obrar en calidad de apoderado judicial de los accionantes y hubiera allegado un poder otorgado por estos, al que le hicieron presentación ante Notarías.
Lo anterior, por cuanto luego de revisado el poder allegado con la demanda de amparo, se pudo constatar en las bases de datos de la Rama Judicial, que la cédula de ciudadanía Nro… “no registra la calidad de abogado”, lo que significa que el señor Julio César Jaramillo Vanegas no es profesional del derecho…
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ

Pereira,  veintitrés (23) de noviembre de dos mil veinte (2020)

Proyecto aprobado por Acta No.835
Hora: 1:30 p.m.
OBJETO DE LA DECISIÓN
Corresponde a la Sala emitir el fallo de primera instancia, en la acción de tutela incoada por los señores Juan Diego Hernández Gaviria, Paola Andrea Hernández Gaviria y José Duván Hernández Torres, a través del señor Julio César Jaramillo Vanegas, en contra de la Fiscalía Cuarta Especializada de esta capital, por considerar vulnerados los derechos fundamentales de petición e igualdad.  
IDENTIDAD DE LOS ACCIONANTES
Se trata de los señores Juan Diego Hernández Gaviria, identificado con la cédula de ciudadanía 1.007’192.813, Paola Andrea Hernández Gaviria, identificada con la cédula de ciudadanía 1.093’227.967 y José Duván Hernández Torres, identificado con la cédula 18´591.685, quienes otorgaron poder al señor Julio César Jaramillo Vanegas, quien dijo tener como identificación la cédula de ciudadanía 1.088´319.239 de Pereira y la T.P. 21.683 del Consejo Superior de la Judicatura.
ENTIDAD ACCIONADA

Fiscalía Cuarta Especializada de Pereira - Unidad de Descongestión Ley 600/2000, cuyo titular es el doctor Eduardo Sanabria Pérez, despacho ubicado en la carrera 8 Nro. 42B-50 de Pereira, conmutador 3515117 ext. 62033 – 62034, teléfono 3506011521 y correos electrónicos eduardo.sabaria@fiscalia.gov.co y diego.zuluaga@fiscalia.gov.co.
HECHOS QUE MOTIVAN LA TUTELA

Los accionantes informaron que el 13 de octubre hogaño enviaron, al correo electrónico de la Fiscalía Cuarta Especializada de esta capital, un derecho de petición, mediante el cual solicitaban información respecto al estado de la investigación que adelantaba esa delegada por la desaparición de la señora María Magola Gaviria Vargas, asimismo, requirieron se les comunicara la razón por la cual se había tardado tanto tiempo en remitir las diligencias a la jurisdicción de Caldas, donde ahora está el caso.

No obstante haber recibido una respuesta por parte del Delegado de la fiscalía accionada, consideraron que lo informado, respecto a que el expediente por la presunta desaparición de la señora María Magola Gaviria Vargas había sido enviado por competencia a la Unidad de Fiscalías Especializadas de Manizales, ello no justifica que no se contestara de fondo a lo pedido, toda vez que al haber sido quien inició la investigación, debía dar las explicaciones pertinentes a las víctimas.

PRETENSIÓN
Los accionantes solicitaron la protección del derecho fundamental de petición, en consecuencia, se ordene a la Fiscalía Cuarta Especializada de esta ciudad, brindar respuesta de fondo y detallada a cada uno de los puntos solicitados el día 13 de octubre de 2020.
PRUEBA ALLEGADAS POR EL ACCIONANTE 

Copia del derecho de petición dirigido a la Fiscalía Cuarta Especializada de esta ciudad.
RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA 
El Delegado de la Fiscalía Cuarta Especializada de esta capital informó que, el mismo día en que se recibió la petición del señor Julio César Jaramillo Vanegas, se le hizo saber que el expediente había sido remitido a la Unidad de Fiscalía Especializada de Manizales, tal como se demuestra con el correo del 13 de octubre del 2020 a las 15:36.
Adujo que ha atendido telefónicamente a la señora Paola Andrea Hernández, a quien se le brindó la información sobre el expediente donde era víctima su progenitora Magola Gaviria, igualmente que había sido enviado a la ciudad de Manizales.
Consultado el SPOA, se establece que el caso en mención es conocido por la Fiscalía 2 Especializada de Manizales, noticia radicada con el NUNC 660016000036202051495, por el delito de Desaparición forzada, asignado a la Fiscalía 2 - GAULA - UNIDAD PARA LA DEFENSA DE LA LIBERTAD PERSONAL – MANIZALES, estado activo, en etapa de indagación.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución, los artículos 37 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000, y el Decreto 1983 de 2017.
Problema jurídico 

Corresponde a esta Sala determinar si se cumple con el requisito de la legitimación en la causa por la parte activa para promover esta acción de amparo constitucional en favor de los intereses de los peticionarios, luego de lo cual se pasaría, de ser asertiva la respuesta, a estudiar si la autoridad demandada vulneró el derecho fundamental de petición a los accionantes, de manera que amerite la concesión del amparo requerido.

Solución a la controversia
Debemos empezar por referir que el artículo 86 de la Carta Fundamental de Colombia consagra la tutela como una acción a la que puede acudir toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en los casos consagrados por la ley. Amparo que consistirá en una orden para que la autoridad o el particular respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, cuyo fallo será de inmediato cumplimiento. Esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Ahora bien, el Decreto 2591 de 1991 en su artículo 10 consagró lo relativo a la legitimidad e interés para promover la acción de tutela, así: “La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos. También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud. También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”  (Subrayas propias)
De conformidad con lo anterior, pese a que la acción de tutela, como mecanismo de protección de derechos fundamentales, se caracteriza por gozar de un trámite preferente y sumario, dotado de cierto grado de informalidad, que permite que todo ciudadano acuda  a usarlo sin rigurosidad de las formas o autenticación alguna, por lo que es innecesaria la exigencia de minuciosos requisitos de procedibilidad, lo cierto es que en su ejercicio deben cumplirse unos requerimientos para que exista la legitimación en la causa por activa, ya sea a través de la figura de la agencia oficiosa o del apoderamiento judicial, pues de no cumplirse con tal exigencia el amparo de los derechos sustentados como vulnerados se torna improcedente.

Respecto a la legitimación por activa la Honorable Corte Constitucional en la sentencia SU-055 del 12 de febrero de 2015, con ponencia de la magistrada doctora María Victoria Calle Correa, expresó: 

“4. La tutela es un medio de defensa judicial de derechos fundamentales, que toda persona puede instaurar “por sí misma o por quien actúe a su nombre” (CP art. 86).  No es necesario que el titular de los derechos interponga directamente el amparo, pues un tercero puede hacerlo a su nombre.  El tercero debe sin embargo tener una de las siguientes calidades: (i) representante del titular de los derechos, (ii) agente oficioso o (iii) Defensor del Pueblo o personero municipal.
  Representante puede ser, por una parte, el representante legal (cuando el titular de los derechos sea menor de edad, incapaz absoluto, interdicto o persona jurídica), y por otra el apoderado judicial (en los demás casos). Ahora bien, para ser apoderado judicial, la persona debe ser abogado titulado y a la acción debe anexar poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo.
 (ii) Como agente oficioso puede obrar un tercero “cuando el titular de los derechos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra deberá manifestarse en la solicitud” (Dcto 2591 de 1991 art. 10). (iii) El Defensor del Pueblo y los personeros municipales pueden instaurar la tutela conforme a la ley y la jurisprudencia a nombre de quien se los solicite o esté indefenso.
” (Subrayado ajeno al texto original)  

La ley 1564 de 2012 -Código General del Proceso- en el artículo 73 dispone que el derecho de postulación lo tiene la persona que vaya a comparecer al proceso, pero que deberá hacerlo por medio de apoderado legalmente autorizado y en el artículo 74 respecto de los poderes establece:

“Los poderes generales para toda clase de procesos solo podrán conferirse por escritura pública. El poder especial para uno o varios procesos podrá conferirse por documento privado. En los poderes especiales los asuntos deberán estar determinados y claramente identificados. (…)” 
En la sentencia T-531 de 2002 la Corte Constitucional relacionó los elementos normativos que integran el acto de otorgar poder a un profesional en materia de tutela, los cuales fueron tenidos en cuenta por dicho Tribunal en la Sentencia T-430 del 11 de julio de 2017, con ponencia del Magistrado Alejandro Linares Cantillo, y son: 

“Dentro de los elementos del apoderamiento en materia de tutela la Sala señala que el mismo es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico
. (iii) El referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial.
 En este sentido (iv) El poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido
 para la promoción
 de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen
 en el proceso inicial. (iv) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho
 habilitado con tarjeta profesional
”. Subrayado de la Sala.
De conformidad con las normas y la jurisprudencia relacionadas, esta Colegiatura considera que el señor Julio César Jaramillo Vanegas no está legitimado para solicitar el amparo del derecho fundamental de petición de los señores Juan Diego Hernández Gaviria, Paola Andrea Hernández Gaviria y José Duván Hernández Torres, aun cuando en la demanda de tutela dijo obrar en calidad de apoderado judicial de los accionantes y hubiera allegado un poder otorgado por estos, al que le hicieron presentación ante Notarías. 
Lo anterior, por cuanto luego de revisado el poder allegado con la demanda de amparo, se pudo constatar en las bases de datos de la Rama Judicial
, que la cédula de ciudadanía Nro. 1088319239 “no registra la calidad de abogado”, lo que significa que el señor Julio César Jaramillo Vanegas no es profesional del derecho y en ese sentido no cumple con los requisitos de tal figura para representar los intereses de los accionantes por vía constitucional en contra de la Fiscalía Cuarta Especializada de Pereira, y como consecuencia de ello, se declarará la improcedencia del amparo invocado.

Así las cosas, esta Sala no estudiará de fondo el asunto puesto en conocimiento por el señor Julio César Jaramillo Vanegas, quedándole la posibilidad a los tutelantes interponer una acción constitucional, ya sea por intermedio de un apoderado judicial, que deberá ser un abogado titulado o de manera directa, de conformidad con la jurisprudencia constitucional a la que se hizo relación a lo largo de este proveído.
Consecuentemente, se compulsará copia de estas diligencias y se remitirán a la Fiscalía General de la Nación Seccional Risaralda, para que, de ser el caso, se inicie la investigación penal correspondiente en contra del señor Julio César Jaramillo Vanegas.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

PRIMERO: Declarar improcedente la demanda de amparo constitucional presentada por señor Julio César Jaramillo Vanegas, en contra de la Fiscalía Cuarta Especializada de Pereira, toda vez que no cuenta con legitimación para representar los intereses de los señores Juan Diego Hernández Gaviria, Paola Andrea Hernández Gaviria y José Duván Hernández Torres.
SEGUNDO: Compulsar copias de estas diligencias para remitirlas a La Fiscalía General de la Nación, Seccional Risaralda, para que, de ser el caso, se inicie la investigación penal en contra del señor Julio César Jaramillo Vanegas.

TERCERO: Disponer la notificación de esta decisión por el medio más expedito, informándoles a las partes que la misma puede ser impugnada, dentro de los tres días siguientes a su notificación, ante la Honorable Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia.

CUARTO: Ordenar la remisión de este expediente a la Corte Constitucional para la eventual revisión de esta decisión. Lo anterior, una vez cumplida la ejecutoria formal de esta providencia y si la misma no fuese objeto de impugnación, de conformidad con lo señalado en el Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� � HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/SU055-15.htm" \l "_ftnref20" \o "" �[20]� Artículo 10, Decreto 2591 de 1991: “la acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí mismo o a través de representantes. Los poderes se presumirán auténticos. || También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. […] También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales”.


� � HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/SU055-15.htm" \l "_ftnref21" \o "" �[21]� Sentencia T-531 de 2002 (MP Eduardo Montealegre Lynett). En esa ocasión, la Corte negó la acción de tutela interpuesta por una persona, entre otras razones porque no tenía la condición de apoderado judicial. Para sostener ese punto, señaló que el apoderamiento judicial sólo existía allí donde se daban las siguientes condiciones: “[…] Dentro de los elementos del apoderamiento en materia de tutela la Sala señala que el mismo es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico. (iii) El referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial. En este sentido (iv) El poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial. (iv) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional”.


� � HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/SU055-15.htm" \l "_ftnref22" \o "" �[22]� Auto 030 de 1996 (MP Jorge Arango Mejía). Según la Carta el Ministerio Público debe ser ejercido, entre otros, “por los personeros municipales” (CP art 118). A los personeros les corresponde, como parte del Ministerio Público, la “guarda y promoción de los derechos humanos” (ídem). Para cumplir esos fines, el Decreto 2591 de 1991 les confirió legitimidad para instaurar acciones de tutela a nombre de otras personas, si estas se lo solicitan. Además, dejó abierta la posibilidad de que el Defensor del Pueblo ratificara esa posibilidad, mediante la delegación en los personeros de la facultad que la Constitución directamente le asigna, y tal es la razón por la cual el artículo 49 autorizó a cada personero municipal para interponer acciones de tutela, “por delegación expresa del Defensor del Pueblo”. Esa delegación expresa –ha dicho la Corte- se surtió mediante la Resolución 001 de 1992, expedida por el Defensor del Pueblo, mediante la cual ésta última autoridad delegó en los Personeros Municipales de todo el país “la facultad para  interponer acción de tutela en nombre de cualquier persona que se lo solicite o se encuentre en situación de indefensión”.


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-430-17.htm" \l "_ftnref14" \o "" �[14]� Esta presunción fue establecida por el legislador delegado en el decreto 2591 de 1991.  Sobre la misma se pronunció tangencialmente la Corte en sentencia T-001 de 1997 en la cual la Corte resuelve el caso de abogados que presentaron acción de tutela como agentes oficiosos sin demostrar la indefensión de los agenciados, la Corte niega la tutela por que no se configura  la agencia oficiosa y no se reúnen los requisitos  para el apoderamiento judicial, afirmó la Corte: “Los poderes se presumen auténticos, según lo dispone el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, pero, obviamente, tal autenticidad no puede predicarse de poderes no presentados, ya que el juez no está autorizado para presumir que alguien apodera los intereses de otro, sin que en el respectivo expediente ello aparezca acreditado”. 


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-430-17.htm" \l "_ftnref14" \o "" �[15]� En la sentencia T-001 de 1997 la Corte afirmó que por las características de la acción “todo poder en materia de tutela es especial, vale decir se otorga una vez para el fin específico y determinado de representar los intereses del accionante en punto de los derechos fundamentales que alega, contra cierta autoridad o persona y en relación con unos hechos concretos que dan lugar a su pretensión.”


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-430-17.htm" \l "_ftnref14" \o "" �[16]� En este sentido la Corte ha acogido las disposiciones del Código de Procedimiento Civil en la materia, así en la sentencia T-530 de 1998 acoge y aplica la disposición del artículo 65 inciso 1º: “En los poderes especiales, los asuntos se determinarán claramente, de modo que no puedan confundirse con otros.”


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-430-17.htm" \l "_ftnref14" \o "" �[17]� En este sentido en la en la sentencia T-695/98 la Corte no concedió la tutela impetrada debido a que el abogado quien presentó la tutela pretendió hacer extensivo el poder recibido para el proceso penal al proceso de tutela. En esta oportunidad la Corte reiteró la doctrina sentada en la sentencia T-550/93 oportunidad en la cual la Corte afirmó:  “De otro lado, debe desecharse la hipótesis de que el poder conferido para adelantar un proceso judicial sirve al propósito de intentar la acción de tutela a que pudiere dar lugar ese proceso, por cuanto se trata de actuaciones distintas y, si bien es cierto que la tutela tiene un carácter informal, también lo es que tal informalidad no lleva a presumir la existencia de un poder que no se presentó y que es necesario allegar siempre que se ejerza la acción de tutela a nombre de otro y a título profesional”.  En un sentido similar ver sentencia T-002/01, en la cual la Corte afirmó que la condición de apoderado en un proceso penal no habilita para instaurar acción de tutela, así los hechos en que se esta se fundamenta tengan origen en el proceso penal.


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-430-17.htm" \l "_ftnref18" \o "" �[18]� En la sentencia T-530/98, la Corte al revisar la decisión de una tutela promovida por el abogado de la parte civil en un proceso penal quien actuaba sin poder especial para el proceso de tutela, consideró que el a-quo no debió darle trámite al respectivo proceso debido a que el abogado no allegó el poder respectivo ni manifestó su calidad de agente oficioso.  En este sentido aseveró que “Aunque podría pensarse que su calidad de representante de la parte civil en el proceso penal lo habilitaba para dicho menester, debe desecharse esta idea, en atención a que en el proceso penal el sujeto procesal es la parte civil y no su apoderado; es cierto que éste la representa conforme al poder específico que se le ha conferido; pero éste aun cuando suficiente para la actuación en el proceso penal no lo habilita para ejercitar la acción de tutela”.


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-430-17.htm" \l "_ftnref18" \o "" �[19]�En la sentencia T-207/97 la Corte se extendió en consideraciones acerca de la informalidad, propia de la acción de tutela y de sus implicaciones frente al ejercicio de la misma.  Con respecto al apoderamiento judicial como excepción al principio de informalidad de la acción señaló: “Caso distinto es el de quien ejerce la acción de tutela a nombre de otro a título profesional, en virtud de mandato judicial, pues es evidente que en tal caso actúa dentro del marco legal y las reglas propias del ejercicio de la profesión de abogado, razón por la cual debe acreditar que lo es según las normas aplicables (Decreto 196 de 1971).  Ello no solamente por razón de la responsabilidad que implica tal ejercicio, que se concreta en el campo disciplinario, sino por la necesaria defensa de los intereses del cliente, a quien conviene establecer con certidumbre que quien lo apodera puede actuar, de acuerdo con la ley, ante las distintas instancias judiciales y que responderá por su gestión.”


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-430-17.htm" \l "_ftnref18" \o "" �[20]�Sobre la obligatoriedad de que la representación  judicial en tutela sea asumida por abogados en ejercicio no existe regulación expresa ni en la Constitución ni en los decretos reglamentarios de la acción de tutela, ante este vacío la Corte en sentencia T-550/93  mediante  interpretación sistemática del ordenamiento jurídico,  a partir de las  disposiciones generales sobre representación judicial y en especial a partir de la disposición del artículo 38 del decreto 2591 de 1991 (que  señala las faltas  para los abogados que promuevan irregularmente acciones de tutela) concluyó que esta disposición no tendría sentido  sino se entendiera que la representación judicial  sólo pudiese ser adelantada por abogados titulados y en ejercicio. 


� https://sirna.ramajudicial.gov.co/Paginas/Certificado.aspx
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